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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN
La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1º - Informarse debidamente sobre manifiestas deficiencias en la administración de justicia en el Distrito de Vera, para:

a) colaborar con los medios a su alcance y, observando estrictamente la división de poderes, contribuir a mejorar la administración de justicia en aquel.

b) de considerarlo necesario, actuar a través de Secretaría de Estado de Derechos Humanos, en protección a los derechos de los herederos de quien en vida fuera Lucio Spina, de Vera, fallecido el 20 de octubre de 2001.
Señor Presidente:

Al escándalo desatado desde hace años entorno al Juzgado Federal de Reconquista - potenciado en los últimos días por el supuesto suicidio del agente Capdevila -, al que se lo relaciona con las drogas y el contrabando, sospechas en el que desde hace años está envuelto el citado Juzgado, se suman otros hechos que ponen a la justicia norteña en el banquillo de los acusados y, en este caso, a la justicia con competencia provincial.

Ciudadanos verenses se acercaron a nosotros para interiorizarse del caso de Lucio Spina, reconocido chatarrero de Vera, quien falleció el 20 de octubre de 2001 en la casa de su hija, en Romang, después de haber estado internado en un sanatorio privado de Reconquista. Pero las pruebas indicarían que habría permanecido varios días “internado” en su propiedad de Vera, asistido como si fuera un centro de salud, pues los vestigios encontrados así lo señalan: ropa de cama, gran cantidad de medicamentos, instrumentos y accesorios para prácticas médicas, etc.
Spina vivía en Vera a la altura del Km. 723 de la Ruta Nacional Nº 11, donde tenía una chacarita; su pareja – con quien convivió más de 20 años – y su hija estuvieron con él hasta dos años antes de su fallecimiento.

A pesar de que la propiedad fue donada a su hija Noelia (que entonces tenía 16 años), la vivienda fue sellada por orden judicial el 26 de octubre de 2001, y cuando su dueña pudo ingresar - dos meses después -, además de los elementos sanitarios mencionados, encontraron que todo había sido previamente revuelto y las cosas de valor (incluyendo dinero que el mismo Spina había mencionado antes de su muerte) ya no estaban en el lugar.
Un empleado que había quedado a cargo, vivió allí y siguió con la venta de metales, pero nunca rindió el resultado de las operaciones; no obstante, y a pesar de haber cobrado regularmente su salario, inició una causa por 20 años de deuda laboral.
Con total impunidad, personajes extraños saquearon regularmente el predio – cuyas luminarias fueron inutilizadas ex profeso –, llevándose todo lo de valor, incluyendo un camión que apareció vendido después de muerto el dueño.
Noelia y su madre se sienten desprotegidas, por cuanto no han tenido acceso a los expedientes, no han podido disponer de sus bienes, y se ven expuestas al desamparo; vecinos linderos han usurpado su predio – entre otras cosas, han construido una cancha de vareo para caballos – y hasta se sospecha que pueden haber corrido el alambrado: “estamos perdiendo todo en manos de abogados inescrupulosos y jueces condescendientes”, se lamentaron.
“Nuestra desesperación – dijeron – nos llevó a recurrir ante cuanta autoridad y funcionario tuvimos a mano hasta solicitar el asesoramiento del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos del gobierno nacional; sin embargo, todo sigue como entonces y, aún más, con riesgo de pederlo todo por la ineficiencia y la apatía de los organismos que deberían tomar cartas en un tema que encierra mucho más que la “muerte natural” de un hombre”.
Noelia Spina acaba de presentarse ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Vera, denunciando a los Doctores Luis Di Pietro y Enrique Alvarez, titulares de los Juzgados Civil, Comercial y Laboral, y de Instrucción en lo Penal, respectivamente, a los fines de que se revea lo actuado, por cuanto - a su criterio - no actuaron diligentemente porque no se le otorgaron las garantías constitucionales ni se tuvo en cuenta que al momento de iniciarse las actuaciones, la denunciante era menor de edad.
Tal es el grado de desprotección que sienten algunos ciudadanos en Vera, y tal el desprestigio de la justicia, que en la página Web de FM Activa (www.fmactivavera.com.ar), con el título de ¿Será Justicia?, se afirma que “preocupan las demoras del Juzgado Civil, Comercial y Laboral de los tribunales de Vera. Desde el Colegio de Abogados se mantuvieron reuniones con distintos funcionarios y el propio juez, alertando sobre está situación que lleva ya algunos años. "Yo entiendo que no es un problema de infraestructura, sino que es de funcionamiento", dijo el Presidente del Colegio, Dr Dalla Fontana, quién reconoció que el juzgado tiene una alta morosidad.
Muchos abogados se quejaban, por lo bajo, de supuestas moras en las que incurriría el Juzgado Civil, Comercial y Laboral de los tribunales verenses. Estas quejas llegaron al Colegio de Abogados de la 4° Circunscripción, y en dialogo con FM Activa, el Presidente de la institución, Dr. Elvio Dalla Fontana, reconoció la preocupación de sus pares y la propia. Consultado al respecto, dijo "hay planteos que se dan de parte de los colegas. Yo entiendo que ya no es un problema de infraestructura sino que es de funcionamiento, que se lo ha planteado y vuelto a plantear y tratado de que se normalice porque sí, es cierto, padecemos una demora que ya es de mucho tiempo y lo que estamos viendo, lamentablemente, es que no se agiliza lo suficiente. Si bien hay que reconocer que en los últimos tiempos hubo una mejora en los despachos, no es lo suficiente. El juzgado tiene que tomar otras características".
Dalla Fontana dijo que la delegación estuvo en contacto con el Juez, Dr. Luis Di Pietro, en varias oportunidades. Entienden que el juzgado tiene una infraestructura adecuada. "Hay despachos que deberían salir en 48 hs. y salen en 15 días, o sentencias que deberían salir en 30 días y salen al año y medio ... la demora es obvia. Hay un dicho que dice que la justicia lerda no es justicia, y eso lo percibe usted en el ámbito que quiera", dijo el presidente del colegio de abogados.
El profesional reconoció que el juzgado tiene una alta morosidad, y luego agregó que comparándolo con otros juzgados similares, surge esa demora. Dijo que a partir de esos datos, también se han reunido con los integrantes de la Cámara y le han transmitido estas inquietudes en no menos de cinco oportunidades, e incluso han llegado hasta la Corte Suprema. "Nosotros necesitamos que se normalice el servicio y si el atraso se debe a un problema de infraestructura, nos tienen que dar más infraestructura, y si obedece a que los jueces o los funcionarios no están trabajando lo que deben, les tienen que ordenar u obligar a producir lo que tienen que producir. Estás son reglas básicas con las que tenemos que manejarnos todos", dijo Dalla Fontana. 

Por último, consultado respecto a qué instancias le quedan si la situación no se modifica, el Presidente del Colegio de Abogados, dijo: "la superintendencia del Poder Judicial la maneja la Corte Suprema. La Corte tiene la obligación de verificar si hay morosidad, dar planes de regularización, y si esos planes no se cumplen, injustificadamente, lo que corresponde es el juicio político".

Ante ello, entendemos necesario proceder a canalizar este pedido de informes, para que el Poder Ejecutivo coadyuve a garantizar tanto el respeto a derechos que se estarían vulnerando, como a colaborar en un mejor funcionamiento del Poder Judicial.
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